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Circular de noticias fiscales del 25 al 29 de septiembre 
de 2023. 
 
Diario Oficial de la Federación. 
 
Servicio de Administración Tributaria. 

El pasado 26 de septiembre, el SAT publica OFICIO 500-
05-2023-21167, por virtud del cual da a conocer listado 
global definitivo en términos del artículo 69-B, párrafo 
cuarto del Código Fiscal de la Federación, cuyos 
contribuyentes son: 

 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=570
2889&fecha=26/09/2023#gsc.tab=0 
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Cd. de México. 
lcamara@vissionfirm.com  

Monterrey, N.L. 
contacto@vissionfirm.com 

 

 

Celaya, Gto. 
rgomez@ vissionfirm.com 

 

 

Puebla, Pue. 
rgarcia@ vissionfirm.com 

Guadalajara, Jal. 
mcamposllera@vissionfirm.com 

 

 

León, Gto. 
fpriego@vissionfirm.com 

 

 

Veracruz, Ver. 
fcruz@vissionfirm.com 

 

 

Xalapa, Ver. 
contacto@vissionfirm.com 

 

Contacto: 

contactofiscal@vissionfirm.com 
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Servicio de Administración Tributaria. 

El pasado 29 de septiembre, se emite Decreto mediante el cual se amplía el término para solicitar la 
regularización de vehículos de procedencia extranjera, cuyo programa comenzó el 01 de enero de 
2023 y culminará el día 31 de diciembre de 2023. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5703485&fecha=29/09/2023#gsc.tab=0 
 
PRODECON. 

La Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, emite acuerdo 006/2023 como modificatorio al 
acuerdo 001/2023, el cual adiciona como día inhábil, el 01 de septiembre de 2023, en 
conmemoración del día de la persona trabajadora de la propia PRODECON. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5703487&fecha=29/09/2023#gsc.tab=0 
 
Varios. 
 
¿Cuáles son los delitos que puede cometer un contador público? 
 
El especialista en derecho fiscal, Ernesto Sanciprián, manifiesta que de conformidad con los artículos 
95 y 96 del Código Fiscal de la Federación, los contadores públicos son susceptibles de cometer 
encubrimiento de delitos fiscales, a saber, cuando: 
 

- Con ánimo de lucro y sabiendo que se cometió un delito.  
- Adquiera, reciba, traslade u oculte el objeto del delito ayude en cualquier forma al inculpado 

a eludir las investigaciones de la autoridad o a sustraerse de la acción de esta, u oculte, 
altere, destruya o haga desaparecer las huellas, pruebas o instrumentos del delito. 

- Derivado de la elaboración del dictamen de estados financieros, el contador público inscrito 
haya tenido conocimiento de un hecho probablemente constitutivo de delito sin haberlo 
informado. 

Dichos delitos se sancionan con prisión de tres a seis años. 
 
Fuente: Sancirián Ernesto, Delitos fiscales que puede cometer el contador, idc online, 
https://idconline.mx/fiscal-contable/2023/09/23/delitos-fiscales-que-puede-cometer-el-contador , 
Consultado el 01 de octubre de 2023. 
 
Tesis Poder Judicial de la Federación. 
 
Registro digital: 2027291 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 121/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5703485&fecha=29/09/2023#gsc.tab=0
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ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE AHORRO PARA EL RETIRO. SUS OBLIGACIONES COMO PARTE 
DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL. 
 
Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegración de los recursos que 
habían sido depositados a su cuenta de ahorro para el retiro, luego de que el banco del que era 
cuentahabiente realizara una disposición con base en una deuda derivada de un contrato de 
apertura de crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar que había 
actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor promovió juicio de amparo 
directo en el que alegó que la resolución reclamada vulneraba el derecho al salario y a contar con 
un mínimo vital para una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el 
amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en términos del artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un 
recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reitera el papel del 
sistema de ahorro para el retiro como un régimen de orden público y de interés social aplicable a 
todas las entidades participantes en los sistemas de ahorro de seguridad social, tales como: 
instituciones de crédito, administradoras de fondos para el retiro, sociedades de inversión 
especializadas de fondos para el retiro, empresas operadoras, empresas que presten servicios 
complementarios o auxiliares y las entidades receptoras de los recursos individuales de cada 
trabajador. En este sentido, los beneficiarios tienen derecho a contratar con estas instituciones para 
el manejo de sus fondos de retiro, pero forman parte de un sector privado que presta servicios de 
seguridad social –en las que el Estado mantiene su responsabilidad de supervisión– y deben atender 
a la naturaleza de sus fondos como de previsión social. Por lo tanto, estas entidades están obligadas 
a procurar que los trabajadores puedan ejercer plenamente los derechos relacionados con su cuenta 
individual, así como promover la administración transparente de los recursos que tengan a su favor, 
otorgar los derechos consagrados en el contrato respectivo y a entregar los recursos acumulados de 
conformidad con lo previsto en las leyes de seguridad social y en los términos establecidos. 
 
Justificación: El derecho a la seguridad social contenido en los artículos 9 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; XVI de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre; 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 22 y 25.1 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos; 17 y 18 de la Convención Interamericana sobre la 
Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, es garantizado por el Estado a través 
del sistema público para el retiro y de la supervisión de los servicios brindados por terceros. En el 
retiro por edad avanzada existe una obligación específica de adoptar medidas que faciliten la 
jubilación con la participación de empleadores, trabajadores y otros interesados, lo que reitera la 
responsabilidad del Estado de brindar los servicios de seguridad social de conformidad con la ley y 
el parámetro de derechos humanos, así como de evitar que una tercera parte lleve a cabo cualquier 
medida que interfiera en el derecho de una persona a la seguridad social. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de marzo de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular voto particular. 
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Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y 
Néstor Rafael Salas Castillo. 
 
Registro digital: 2027303 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 130/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
CLÁUSULAS ABUSIVAS EN CONTRATOS DE ADHESIÓN CELEBRADOS CON INSTITUCIONES 
BANCARIAS QUE ESTIPULEN UN DERECHO DE COBRO DE LOS CRÉDITOS A CARGO DE CUALQUIER 
CUENTA DISTINTA A LA QUE SE CONTRATA ORIGINALMENTE. DEBE DECLARARSE SU NULIDAD 
PUES CONFIGURA UN PACTO COMISORIO EN CONTRATOS DE CRÉDITO. 
 
Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegración de los recursos que 
habían sido depositados a su cuenta de ahorro para el retiro, luego de que el banco del que era 
cuentahabiente realizara una disposición con base en una deuda derivada de un contrato de 
apertura de crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar que había 
actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor promovió juicio de amparo 
directo en el que alegó que la resolución reclamada vulneraba el derecho al salario y a contar con 
un mínimo vital para una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el 
amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en términos del artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un 
recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe 
declararse la nulidad de las cláusulas en los contratos de adhesión en las que las instituciones 
bancarias estipulen un derecho de cobro de los créditos a cargo de cualquier cuenta distinta a la que 
se contrata originalmente, pues configura un pacto comisorio inadmisible en el que las partes no 
están en igualdad de condiciones para negociar debido a la naturaleza asimétrica de las relaciones 
de consumo y no puede hablarse de una libertad para decidir sobre la liberación de las obligaciones. 
De tal forma, este tipo de cláusulas pretenden que la institución obvie los procesos legales de cobro 
como medidas de mediación con los organismos estatales de supervisión financiera o un 
procedimiento mercantil ordinario en el que la autoridad judicial determine la procedencia de sus 
pretensiones y el subsecuente proceso de ejecución. Asimismo, la inadmisibilidad de este tipo de 
cláusulas radica en que pactan una prerrogativa para disponer automáticamente de derechos 
futuros e inciertos; o de recursos que podrían no ser disponibles para el usuario o de naturaleza 
inembargable; establecen obligaciones de pago sin los elementos mínimos de exigibilidad como el 
tiempo y modo; limitan la posibilidad de negociación de un plan de pagos proporcional a la 
capacidad de pago y al mínimo vital del usuario; evita la libre disposición de la propiedad privada y 
coarta libertades económicas; todo sin respetar las garantías mínimas para la afectación de los 
derechos individuales y al debido proceso. 
 
Justificación: Los contratos de apertura de crédito son contratos de adhesión sujetos al régimen de 
orden público y protección de los intereses colectivos establecido en los artículos 1o. de la Ley de 
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Instituciones de Crédito y 3o. de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 
Esto significa que, si bien los contratos de adhesión son elaborados unilateralmente por las 
instituciones bancarias y aceptados por los usuarios como condición para acceder a un servicio, 
deben sujetarse a los requisitos de las leyes aplicables y no contener cláusulas abusivas o 
estipulaciones confusas que no permitan conocer el alcance de las obligaciones presentes o futuras 
de los contratantes. En este sentido, estas cláusulas resultan contrarias al contenido de los párrafos 
IV y V de las Disposiciones de Carácter General en Materia de Cláusulas Abusivas Contenidas en los 
Contratos de Adhesión emitidas por la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros y resultan equivalentes a una ejecución forzosa, contraria a los 
derechos humanos a la propiedad, al debido proceso y a la protección de los intereses del 
consumidor en términos del artículo 28 constitucional. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de marzo de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y 
Néstor Rafael Salas Castillo. 
 
Registro digital: 2027325 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 126/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
PENSIÓN JUBILATORIA O DE CESANTÍA POR EDAD AVANZADA. AMERITA LA MISMA PROTECCIÓN 
JURÍDICA QUE EL SALARIO. 
 
Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegración de los recursos que 
habían sido depositados a su cuenta de ahorro para el retiro, luego de que el banco del que era 
cuentahabiente realizara una disposición con base en una deuda derivada de un contrato de 
apertura de crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar que había 
actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor promovió juicio de amparo 
directo en el que alegó que la resolución reclamada vulneraba el derecho al salario y a contar con 
un mínimo vital para una vida digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el 
amparo porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en términos del artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Inconforme, la parte quejosa interpuso un 
recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
pensión jubilatoria o de cesantía por edad avanzada constituye una dimensión del derecho al salario 
y merece las mismas protecciones constitucionales en lo que resulten aplicables, por lo que las 
jubilaciones, pensiones y haberes de retiro deben exceptuarse de embargo, compensación o 



6 
 
 
 
 
 
 

descuento y no pueden ser objeto de afectaciones no previstas en la ley o mediante declaración 
judicial. Ahora bien, derivado de las dificultades para generar ingresos en una edad avanzada, se 
crea una condición de vulnerabilidad que requiere de un estudio para juzgar la admisibilidad del 
detrimento de los recursos y acordar condiciones justas de pago, por lo que cualquier descuento o 
embargo debe ser ponderado de forma cuidadosa a fin de preservar el mínimo vital de los 
trabajadores jubilados, pues cualquier restricción podría afectar arbitrariamente la satisfacción de 
sus necesidades básicas y las de su familia. 
 
Justificación: La inadmisibilidad de la afectación del salario y de la pensión jubilatoria o de cesantía 
por edad avanzada está contenida en el artículo 123, apartado A, fracción VIII y, apartado B, fracción 
VI, constitucional, que protege a los trabajadores de conceptos como deducciones, retenciones, 
descuentos, embargos y cesiones más que las excepciones previstas de manera previa, de lo que se 
deriva la necesidad de cumplir con un componente de legalidad y seguridad jurídica; en conjunción 
con su derecho a contar con una vida digna durante la edad avanzada, contenido en los artículos 1o. 
constitucional y 6 de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos 
de las Personas Mayores. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 de marzo de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y 
Néstor Rafael Salas Castillo. 
 
Registro digital: 2027328 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Laboral 
Tesis: XXI.2o.C.T.21 L (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
PRIMA DE ANTIGÜEDAD Y ESTÍMULO POR ANTIGÜEDAD. SUS DIFERENCIAS. 
 
Hechos: En un juicio laboral los actores reclamaron diversas prestaciones, entre las que se encuentra 
el estímulo por antigüedad, en términos del contrato colectivo de trabajo. El demandado negó 
acción y derecho para reclamarle la citada prestación. La Junta absolvió de la prestación bajo el 
argumento de que era improcedente por encontrarse vigente la relación laboral. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la prima de antigüedad se otorga 
a los trabajadores que se separen voluntariamente de su empleo, siempre que hayan cumplido 15 
años de servicios, por lo menos, o en aquellos casos en que exista despido. En cambio, el estímulo 
por antigüedad es una prestación económica que se entrega a los trabajadores por los años de 
servicios cumplidos. Por tanto, se trata de prestaciones diferentes, pues para la procedencia de la 
primera se necesita estar separado del empleo, ya sea voluntariamente o por algún despido, sin 
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importar si fue legal o no; por el contrario, para que proceda la segunda necesariamente debe 
continuar la relación de trabajo. 
 
Justificación: El artículo 162, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo establece que tienen derecho 
a una prima de antigüedad los trabajadores que se separen voluntariamente de su empleo, siempre 
que hayan cumplido quince años de servicios, por lo menos; asimismo, que se pagará a los que se 
separen por causa justificada y a los que sean separados de su empleo, independientemente de lo 
justificado o injustificado del despido. Por su parte, el estímulo por antigüedad previsto en un 
contrato colectivo de trabajo, es una prestación económica otorgada automáticamente en el 
momento que el trabajador acumule años de servicios. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL VIGÉSIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 337/2021. Bismark Valdovinos Ramos y otra. 15 de marzo de 2023. Unanimidad de 
votos. Ponente: Basilio Rojas Zimbrón. Secretario: Juan Iván Robles Bailón. 
 
Registro digital: 2027288 
Instancia: Plenos Regionales 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: PR.C.CS. J/10 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
ACCIÓN DE PAGO DE LO INDEBIDO. LA DEVOLUCIÓN DE LOS PAGOS REALIZADOS CON MOTIVO 
DEL OTORGAMIENTO DE UNA PENSIÓN POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) 
EN FAVOR DE UNA PERSONA FÍSICA, SON RECLAMABLES EN LA MATERIA CIVIL. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito resolvieron de manera divergente al analizar casos en 
los que el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) autorizó pensiones de viudez y orfandad en 
favor de personas físicas; luego decretó la autorización de otra pensión de cesantía en edad 
avanzada; y después procedió a cancelar y/o suspender el pago de una de las pensiones por existir 
incompatibilidad entre las mismas; lo que dio pauta a demandar el pago de lo indebido; y mientras 
dos Tribunales Colegiados de Circuito resolvieron que la materia de estudio era laboral, por implicar 
pronunciarse sobre el derecho o no a recibir una pensión; los otros dos órganos colegiados 
contendientes determinaron que la problemática era civil, porque la acción de pago de lo indebido 
no está condicionada a un origen determinado sobre la procedencia o no de la pensión. 
 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia Civil de la Región Centro-Sur, con residencia en 
Guadalajara, Jalisco, determina que la acción de pago de lo indebido cuyo origen sean las pensiones 
cubiertas por el Instituto Mexicano del Seguro Social corresponde a la materia civil, porque en la 
demanda se parte de la base de que la cancelación de la pensión cuya devolución se ejercita fue 
emitida con anterioridad por el instituto actor, por lo que el análisis de la acción no versa sobre el 
derecho a la pensión en controversia. 
 
Justificación: De conformidad con los artículos 251, fracción IV, 253, fracción VI, 264, fracción VIII, 
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287, 292 y 293, fracción II, inciso b), de la Ley del Seguro Social, el Instituto Mexicano del Seguro 
Social tiene facultades para realizar cualquier acto relacionado con la administración de sus finanzas; 
su patrimonio se conforma por cualquier ingreso y puede modificar las pensiones vía suspensión o 
cancelación, cuyo acto no constituye un crédito fiscal por no cumplir los requisitos señalados en la 
ley; además, porque para modificar una pensión basta la emisión de un acuerdo justificado, de ahí 
la razón por la cual sólo podrá ejercerse la acción ante el Juez competente a fin de recuperar el pago 
de lo indebido. 
Por ende, acorde con el conflicto competencial 455/97 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, del cual derivó la jurisprudencia P./J. 83/98, se debe atender a los elementos de la acción, 
consistentes en lo siguiente: a) prestaciones reclamadas; b) hechos del caso; c) pruebas ofrecidas; 
y, d) en su caso, los preceptos citados en la demanda, sin incluir la relación jurídica entre las partes; 
por tanto, si el instituto demanda sólo la devolución de los pagos que calificó de indebidos, sin 
involucrar aspectos propios del derecho o no a la pensión, entonces, el caso corresponde a la 
materia civil. 
 
PLENO REGIONAL EN MATERIA CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON RESIDENCIA EN 
GUADALAJARA, JALISCO. 
 
Contradicción de criterios 29/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Tercero, 
Sexto, Décimo Tercero y Décimo Sexto, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 13 de julio de 
2023. Mayoría de votos de los Magistrados Héctor Martínez Flores y Cuauhtémoc Cuéllar De Luna. 
Disidente: Magistrada Martha Leticia Muro Arellano, quien formuló voto particular. Ponente: 
Magistrado Héctor Martínez Flores. Secretario: Miguel Mora Pérez. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 279/2022, el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver los amparos directos 264/2022 y 337/2022, el sustentado por el Décimo Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 515/2021, y el 
diverso sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 167/2021. 
 
Nota: Por resolución de 10 de agosto de 2023, emitida por el Pleno Regional en Materia Civil de la 
Región Centro-Sur en el expediente de aclaración de sentencia derivada de la contradicción de 
criterios 29/2023, se aclaró la ejecutoria relativa, para quedar redactada como aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas. 
 
La tesis de jurisprudencia P./J. 83/98, de rubro: "COMPETENCIA POR MATERIA. SE DEBE 
DETERMINAR TOMANDO EN CUENTA LA  NATURALEZA DE LA ACCIÓN Y NO LA RELACIÓN JURÍDICA 
SUSTANCIAL ENTRE LAS PARTES." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, diciembre de 1998, página 28, con número de 
registro digital: 195007. 
 
La parte conducente de la sentencia relativa a la competencia 455/97 citada, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, diciembre de 1998, 
página 29, con número de registro digital: 5304. 
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Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 

Imagen: IS. Héctor Rayas. 


